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LA ACTUAL CRISIS INSTITUCIONAL EN EL PERÚ

SIN LICENCIA

LA COLUMNA DEL DIRECTOR

Sobre hortelanos y republicanos

Fiscal bajo sospecha

¿Reformas sin 
partidos?

E l fiscal supremo Pedro 
Chávarry votó a favor 
de ratifi car su elección 
como fiscal de la Na-
ción. No solo eso, juró 

ante sí mismo y por sí mismo. 
Hizo lo que hizo, a pesar de los au-

dios en que aparece en conversaciones 
con el juez supremo suspendido César 
Hinostroza Pariachi. 

En un audio Chávarry acepta hacer-
le un favor. Debía tramitarle una cons-
tancia de archivamiento de denuncias 
fi scales contra él. El juez quería viajar a 
los Estados Unidos. 

La juramentación ante sí mismo in-
valida el mandato. Además, recibir la solicitud 
de Hinostroza bastaría para impedir que asu-
ma el cargo de fi scal de la Nación. La cabeza del 
Ministerio Público no puede estar en manos de 
alguien que tiene estándares morales y funcio-
nales distendidos. 

El señor Chávarry no cree que usar su cargo 
público para favorecer a un amigo, por encima de 
cualquier otra persona, tenga algo de malo. Para 
él es aceptable que una de las más altas funciones 
públicas sirva para hacer favores personales. 

¿O es que cualquier ciudadano puede pe-
dirle al fi scal de la Nación en funciones (en ese 
momento) que se convierta en su tramitador 
personal? 

Mientras es investigado, Chávarry no puede 
ser fi scal de la Nación. Para ese cargo no solo se 
necesita tener certifi cados y condecoraciones. 

L a reciente divulgación de audios 
y videos que comprometen a jue-
ces y miembros de los principales 
órganos de nuestro sistema jurídi-
co ha generado una ola de masiva 

indignación y repulsión en la ciudadanía. Las 
renuncias, suspensiones e incluso mandatos de 
prisión preventiva, si bien han satisfecho algunas 
demandas, no son –ni por asomo– la solución al 
problema; tampoco, aunque políticamente co-
rrectas, las acciones desplegadas por el presiden-
te Martín Vizcarra. 

La solución a la terrible crisis de instituciona-
lidad que vivimos llegará cuando, en efecto, se 
produzca una reforma radical –léase, desde la 
raíz– en el ecosistema jurídico, que involucra por 
supuesto al Poder Judicial, al Ministerio Público 
y demás órganos afi nes como el Consejo Nacional 
de la Magistratura (CNM), la Ofi cina de Control 
de la Magistratura (OCMA), la contraloría y otros, 
pasando por cierto por la Policía Nacional y otras 
instituciones que participan del ámbito judicial. 
Es decir, debe ser una reforma radical e integral. 

Ahora, ¿es posible pensar en una reforma de 
este tipo sin una reforma anterior de los partidos 
políticos? La cuestión no es menor: este último 
sistema es el que defi ne, a fi n de cuentas, la estruc-
tura jurídica, sus ámbitos de acción y la calidad de 
sus miembros. Es decir, lo más probable es que sin 
una reforma del sistema de partidos políticos in-
tegral cualquier reforma del ecosistema jurídico 
sea solo un remedio temporal a lo que se percibe 
como un cáncer generalizado. En simple: sin par-
tidos políticos que actúen de manera transparen-
te, honesta y guiados por una fi rme convicción 
del bien público, es altamente probable que los 
resultados de esta crisis produzcan cambios me-
nores, cosméticos, que a la larga desemboquen 
en otra crisis parecida o peor que la vista hasta el 

momento. 
La crisis desatada 

por los audios no pue-
de distraernos del pro-
blema central de esta 
tragedia: si los partidos 
políticos no están a la 
altura de los requeri-
mientos básicos de la 
administración y legis-

lación de las cosas públicas, ¿cómo serán capaces 
de articular soluciones que requieren de valores 
imprescindibles como la honradez, la transparen-
cia y la predictibilidad? 

Por supuesto, esto no es una acusación general; 
no todos los políticos y partidos que los agrupan es-
tán manchados por razones morales. Pero lo cierto 
es que en la mayoría de partidos hay personajes 
cuestionados, prácticas indecorosas y razones 
para sentirse más que preocupado. Y en esto no 
se salvan ni los grandes ni los chicos, ni los nuevos 
ni los viejos. Al analizar, la mayoría de partidos (y 
muchos de sus principales miembros) se encuen-
tran hoy bajo investigaciones muy serias (lavado 
de activos, crimen organizado, aportes fantas-
mas, robo, estafa, entre otros). ¿Cómo podrían 
los investigados producir un ecosistema jurídico 
transparente, confi able y predecible? Parece im-
posible, y en todo caso la ciudadanía difícilmente 
sentiría confi anza en el mismo.  

Esto supone, si deseamos una reforma integral 
del sistema jurídico, dos acciones imprescindi-
bles: la primera, que los partidos quieran realizar 
dicha reforma, lo que implica perder capacidad 
y poder (una reforma óptima reduce la discre-
cionalidad de los agentes políticos); la segunda, 
que puedan trabajar un acuerdo mínimo entre 
ellos, los partidos, para lograrla. Es, sin duda, im-
probable que ello ocurra en un contexto de tanta 
polarización política como el actual. No obstante, 
de no hacer las reformas político-partidarias ne-
cesarias, el mensaje sobre las jurídicas es claro: 
serán cosméticas y, por lo tanto, insufi cientes.

“ El pantano de la Magistra-
tura no admite drenaje”, 
decía Manuel González 
Prada en su célebre ensayo 
“Nuestros magistrados”. El 

cáustico intelectual peruano falleció 
hace justo 100 años, un 22 de julio 
de 1918. Sus refl exiones nos recuer-
dan que el problema de la justicia en 
el Perú tiene larga data. En 1918 el 
Perú tenía menos de 5 millones de 
habitantes y la gran mayoría vivía 
en la pobreza. La esperanza de vida 
al nacer era de 30 años y el analfabe-
tismo era 67%. Desde entonces, el 
Perú ha cambiado profundamente. 
Hoy la esperanza de vida es de 75 años, la tasa 
de analfabetismo bordea el 5% y el 80% de los 
peruanos ha salido de la pobreza. 

Gran parte de este progreso económico y so-
cial se ha dado en los últimos 25 años. Y, sin em-
bargo, las instituciones políticas y, en particular, 
el sistema de justicia, pareciera que están peor 
que nunca. Este deprimente contraste invita a 
buscar una relación y es lo que hace, con espí-
ritu provocador, el politólogo Alberto Vergara 
Paniagua el domingo pasado en su artículo en 
El Comercio “¿Hortelanos o republicanos?”. 

La tesis de Vergara es que 
en el Perú desde el 2000 solo 
hemos tenido dos proyectos 
políticos: el “republicanis-
mo” que promovió Valen-
tín Paniagua y el “hortela-
nismo” modernizador que 
encontró en Alan García su 
mejor expresión. Paniagua 
insistió en la necesidad de 
“reinstitucionalizar” el país 
y en la importancia del con-
senso. García en la necesi-
dad de la gran inversión pri-
vada para generar riqueza 
y en vencer el escollo de los 
ciudadanos que se oponen a 
esa inversión: los “perros del 
hortelano”. Según Vergara, 
“el hortelanismo, con el apo-
yo entusiasta de nuestros lí-
deres políticos, tecnocráti-
cos, empresariales y opinan-
tes, ofreció riqueza sin ley. Y 
eso logramos. Estamos cose-
chando lo que sembramos”. 

Mi lectura de la historia 
de las últimas décadas es 
diferente. El Perú ha vivi-
do varias batallas en para-
lelo. Para mencionar solo 
dos: la batalla económica 
que enfrentaba a la defensa 
del modelo liberal contra el 
populismo y la batalla ins-
titucional que enfrentaba a 
la defensa del modelo repu-

Se requiere, sobre todo, probidad. No 
puede ser una persona cuestionada. 

La legitimidad no se reduce a la le-
galidad. Se sostiene, sobre todo, en 
la justicia del ejercicio. ¿Es justo que 
una persona que debe ser investigada 
investigue a las demás? ¿Es justo que 
una persona que debe ser investigada 
se constituya en la cabeza del órgano 
encargado de investigar el crimen? 

El fiscal Chávarry fue elegido por 
aclamación como fi scal de la Nación. 
Luego se conocieron los audios, por lo 
que el fi scal de la Nación saliente con-
vocó a junta de supremos. Y Chávarry 
votó… ¡por el mismo Chávarry! 

Un magistrado que, a pesar de los cuestio-
namientos, vota por sí mismo no es confi able. 
La confianza en los magistrados es parte de la 
certeza que debe darnos la administración de 
la justicia. 

La seguridad jurídica no solo es un asunto de 
estabilidad de las normas. Es, también, certi-
dumbre sobre la imparcialidad de los magistra-
dos. Es, pues, certeza sobre la idoneidad de quien 
administra la justicia. 

La Constitución garantiza la función jurisdic-
cional solo “mientras [los magistrados] obser-
ven conducta e idoneidad propias de su función” 
(art. 146, inc. 3).

Los fi scales son responsables en casos “que los 
hagan desmerecer en el concepto público” (art. 
22 de la Ley Orgánica del MP). 

¿Merece el fi scal Chávarry “el concepto pú-

blicano contra la corrupción. En 
esas batallas, hubo más victorias 
que derrotas en la defensa de la 
economía de mercado –aunque el 
populismo sigue asechando– pero, 
lamentablemente, no ocurrió lo 
mismo con la defensa del modelo 
republicano: la corrupción siguió 
avanzando. 

En esas batallas se alistaron mu-
chos desde sus campos de especia-
lidad. Más economistas y empresa-
rios en la batalla económica; más 
juristas y científi cos sociales en la 
batalla institucional. Los primeros 
fueron derrotados políticamente 

más de una vez, pero lograron recuperar posi-
ciones. Los segundos, en cambio, celebraron al-
gunas victorias electorales –muchos apoyaron 
a Toledo y a Humala– pero los proyectos para 

“El Perú ha vivido varias 
batallas en paralelo. Para 

mencionar solo dos: la batalla 
económica [...] y la batalla 

institucional”.

“La mayoría 
de partidos [...] 
se encuentran 

hoy bajo 
investigaciones 

muy serias”.
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blico”? ¿Es alguien cuya conducta está libre 
de cualquier desmerecimiento en la aprecia-
ción pública? ¿Su conducta resulta, acaso, 
incuestionable? 

Tiene que hacerse una investigación sobre 
el nuevo fi scal de la Nación. Antes de ese resul-
tado, sin embargo, sabemos que él cree que 
puede imponerse, con su propio voto, a la ley. 
Eso lo descalifi ca como idóneo para el cargo. 

Los ciudadanos tenemos derecho al de-
bido proceso. Eso quiere decir que tenemos 
derecho a que nos investiguen y nos juzguen 
autoridades que tengan el concepto de la ley 
más alto que el concepto de sí mismos. 

El país está harto de la corrupción. Para 
enfrentarla tenemos que tener autoridades 
incuestionadas e incuestionables. Chávarry 
nos ha dado evidencia de que no es persona 
idónea ni para el cargo ni para el momento. Es 
persona cuestionada y cuestionable. 

El ratifi cado fi scal de la Nación podrá decir 
que es inocente hasta que se pruebe lo con-
trario. Es cierto en el caso de un proceso judi-
cial. No es cierto en el caso de la apreciación 
pública, de la que dependen su cargo y su 
autoridad. 

La presunción de inocencia es un mandato 
para los jueces, no para la opinión pública. En 
un cargo tan alto no debe haber dudas sobre 
la imparcialidad. 

Chávarry ha obtenido el cargo, pero no la 
legitimidad. Al contrario, se ha hecho acree-
dor del rechazo ciudadano y la ciudadanía 
tiene todo el derecho de expresarlo. 
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la reinstitucionalización que reclamaba Pa-
niagua cayeron derrotados ante la infeccio-
sa corrupción y la indolencia de los líderes 
políticos que los debieron llevar a la práctica. 

Aunque sin duda existen empresarios y 
tecnócratas con una visión estrictamente 
“hortelana” para usar el concepto de Verga-
ra, lo cierto es que también los hay con una 
visión más integral del desarrollo nacional. 
Por ejemplo, en el 2000 el Instituto Apoyo 
sacó ocho publicaciones bajo el título “Agen-
da para la primera década”, cuyos temas 
eran reforma del Estado, reforma política y 
modernización del Congreso, reforma del 
Poder Judicial, gobiernos locales, seguri-
dad, salud y lucha contra la pobreza: cinco 
temas institucionales y tres de alto conteni-
do social. 

A su vez, en CADE, el foro empresarial 
más importante del país, los temas institu-
cionales han estado siempre presentes. In-
cluso hubo un CADE, en el 2003, dedicado 
exclusivamente a la institucionalidad. Más 
recientemente, en el 2016 se creó CADE 
Mide, un monitor de indicadores diseñado 
para promover un enfoque integral del de-
sarrollo y construido por eso sobre la base de 
tres pilares: social, institucional y económi-

co. Algunos de los indi-
cadores institucionales 
seleccionados fueron la 
posición del Perú en los 
ránkings internaciona-
les de democracia, ca-
lidad de instituciones y 
corrupción. 

No existe una di-
cotomía crecimiento 
económico vs. institu-
ciones, como tampoco 
tiene sentido pensar en 
desarrollo económico 
sin progreso social. Se 
requieren los tres. De 
lo que se trata ahora es 
de poner el mayor énfa-
sis en enfrentar la crisis 
institucional que ha es-
tallado. Para tal propó-
sito, no ayuda criticar a 
quienes han hecho un 
valioso trabajo en de-
fensa del modelo que ha 
hecho posible el creci-
miento económico y la 
reducción de la pobreza. 
Lo que se requiere ahora 
son más propuestas con-
cretas de cómo sacar del 
pantano a nuestro siste-
ma de justicia. Sería muy 
útil contar con el aporte 
de destacados politólo-
gos, como Vergara, en 
esta difícil tarea. 


